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	Impuesto sobre los ingresos brutos. Las cargas sociales en el Convenio Multilateral CM05. Una perspectiva enfocada hacia un tratamiento más racional y equitativo 

Por el Dr. Richard Leonardo Amaro Gómez 



	

	Objeto: el siguiente artículo tiene por finalidad analizar el tratamiento impositivo de las cargas sociales (o patronales), en el marco del Convenio Multilateral, para la determinación del coeficiente de gasto. Si bien es sabido que la Comisión Arbitral las consideró computables a partir del período 2010 (Resolución General N° 4/2010), lo cierto es que su naturaleza jurídica es la tributaria, razón por la cual deberían tener el tratamiento correspondiente a dicho tipo de gasto. 

Es el fin de esta colaboración analizar el tratamiento que resultaría más razonable a la luz de la doctrina tributaria, para marcar de esta manera el camino correcto, más allá que en la práctica se siga el criterio de la Comisión Arbitral, ya que no es vano contribuir a dilucidar los criterios más razonables y equitativos para una mejor tributación a futuro. 

Marco normativo general:
El Convenio Multilateral estableció en el artículo 3 pautas generales para la determinación del coeficiente de gastos. Entre las mismas, regló en el inciso d) que no serán computables "los tributos nacionales, provinciales y municipales (impuestos, tasas, contribuciones, recargos cambiarios, derechos, etcétera)".

Infiero que la limitación de este tipo de gasto, que podríamos denominar tributario, se debió a dos razones básicamente: 

a) a lo difícil que resultaría en la práctica determinar para ciertos tributos, la parte que le corresponde a cada jurisdicción, y

b) a la inequidad que implicaría su distribución por juridisdicción dado que aquellas con mayor presión tributaria tendrían ventajas respecto de las otras. 

Esta limitación trajo aparejado que todo gasto cuya génesis radique en la tributación, sea considerado no deducible, ya sea a nivel nacional, provincial o municipal. Creó que el convenio es tajante en este sentido y no admite de ningún modo otra interpretación. Pero sin embargo, cabría preguntarnos doctrinariamente que conceptos engloban el término tributo. Si bien en algunos casos no cabría duda, cómo lo es el Impuesto a las Ganancias, el Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta, el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, la Tasa de Seguridad e Higiene, la Tasa de Publicidad, la Tasa de Abasto, etc., en otros casos, la idea de considerar ciertos conceptos cómo tributos no es tan clara y evidente, como lo es por ejemplo en el caso de las cargas sociales y los peajes. Por este motivo, a continuación analizaremos desde la doctrina el concepto de tributo y sus implicancias, para finalmente arribar al encuadre correcto de las cargas sociales. 

Análisis doctrinario de los Tributos:
Conceptos según la doctrina del término tributo.
Antes de concluir un concepto de tributo que abarque a las tres clases: impuesto, tasas y contribuciones especiales; me gustaría mencionar conceptos de diversos autores:

- Diccionario de la Real Academia: (del latín tributum) que es la entrega por parte del súbdito al Estado para las cargas y atenciones públicos cierta cantidad de dinero o en especie. También agrega: es una obligación dineraria establecida por la ley, cuyo importe se destina al sostenimiento de las cargas públicas (1).

- Giuliani Fonrouge: es "... concebido genéricamente como una prestación obligatoria, comúnmente en dinero, exigida por el Estado en virtud de su poder de imperio y que da lugar a relaciones jurídicas de derecho público..." (2).
- Héctor Villegas: "... se entiende por tributo toda prestación patrimonial obligatoria - habitualmente pecuniaria- establecidas por la ley, a cargo de las personas físicas y jurídicas que se encuentran en los supuestos de hecho que la propia ley determine, y que vaya dirigido a dar satisfacción a los fines que al Estado y a los restantes entes públicos le estén encomendados" (3). 
- José María Martín: "son definibles como destracciones de parte de la riqueza de los particulares exigidas por el Estado (aspecto económico), mediante leyes dictadas en ejercicio de su poder tributario (aspecto jurídico), con la finalidad de promover el bienestar general (aspecto político)" (4). 
- German Bidart Campos: "el tributo es, lato sensu, la destracción que, en virtud de ese poder tributario, se hace de una porción de riqueza de los contribuyentes a favor del estado. El tributo es una categoría de lo que se llama ingresos públicos" (5). 
(1) Diccionario de la Real Academia Española. Vigesima primera Edición. Editorial Espasa Calpe SA. Madrid 2001. 
(2) Carlos M. Giuliani Fonrouge. Obra ya citada. Pág. 249.
(3) Héctor Belisario Villegas. Obra ya citada. Pág. 15.
(4) José María Martín. Obra ya citada. Pág. 151.
(5) German Bidart Campos. Manual de la Constitución Reformada. Tomo II Editorial Ediar SA. Buenos Aires 1996. Pág. 158. 
Hacia un concepto genérico de tributo:
Un tributo es una obligación ex lege que consiste en dar sumas ciertas de dinero cuando se verifica la realización del hecho imponible establecido en la norma legal respectiva y que constituye una destracción económica de una parte de la riqueza de los particulares (aspecto económico), que es exigida por el Estado mediante el dictado de leyes (aspecto jurídico), en ejercicio de su poder tributario o de gravabilidad con el fin de promover el bien común o bienestar general satisfaciendo las necesidades públicas (aspecto político). 

Por ende, las características del tributo son:

1) Es una obligación ex lege, o sea, surge de la ley. 
2) Consiste en dar sumas ciertas de dinero. 
3) La obligación jurídica tributaria surge cuando se verifica la realización del hecho imponible establecido en la norma legal respectiva. 
4) Es exigida por el Estado en virtud de su poder tributario o de gravabilidad. 
5) El Estado con esos recursos busca promover el bienestar general de la sociedad satisfaciendo las necesidades públicas como es la administración de justicia, la defensa exterior, el orden interno, salud, educación, etc., por medio de los servicios públicos. 
Por lo tanto podemos decir en síntesis, que el tributo es toda erogación que deben cumplir los sujetos pasivos en virtud de una ley formalmente sancionada, creada por el Estado en uso de su potestad y soberanía.

Las diferentes clases de Tributo: 
En general tenemos tres tipos de tributos: los impuestos, las tasas y las contribuciones especiales. Al igual que hicimos con el concepto de tributo, vamos a mencionar distintos conceptos de cada tributo sostenidos por la doctrina para arribar finalmente a un concepto genérico.

a) Los impuestos. El tributo por excelencia. 
Según Giuliani Fonrouge "son impuestos las prestaciones en dinero o en especie, exigidas por el Estado en virtud del poder de imperio, a quienes se hallen en las situaciones consideradas por la ley como hecho imponible" (6). 
En definitiva, podemos decir que es un tributo exigido a los sujetos que se hallan en las circunstancias señaladas por la ley como hecho generador de la obligación jurídico tributaria, siendo estos ajenos a toda actividad estatal relativa al obligado, ya que el sujeto pasivo del impuesto no recibe beneficio concreto alguno, pero el Estado destina su producido a solventar el gasto público.

Es decir, hay impuesto cuando la ley dice quienes verifican el hecho imponible sin importar en este caso si recibirán un beneficio o no. En la medida que la ley establece quienes van a estar sujetos al mismo, se convierten en obligados. 

(6) Carlos M. Giuliani Fonrouge. Obra ya citada. Pág. 254.
b) Las tasas. El tributo más asimilable al precio. 
Siguiendo a Dino Jarach, "la tasa es un tributo caracterizado por la prestación de un servicio público individualizado hacia el sujeto pasivo" (7). 
O sea, es una especie de tributo que constituye el medio de financiación de un servicio público divisible de demanda real que satisface una necesidad pública o colectiva, siendo el hecho generador de la obligación jurídica tributaria una prestación individualizada al contribuyente por parte del Estado. Es decir, la prestación individualizada del servicio público en el contribuyente es el hecho imponible que genera la obligación jurídica tributaria. 

La demanda del servicio público debe ser real. Recordemos que la Suprema Corte de Justicia ha dicho en numerosas oportunidades, entre ellas, en el caso "Cía. Química S.A. vs Municipalidad de Tucumán" del 3 de Septiembre de 1989, que: "que todos los precedentes citados presuponen, empero, la existencia de un requisito fundamental respecto de las tasas, como es que al cobro de dicho tributo debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio relativo a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente (Fallos: 236:22 y su cita)" (8). Por ende, si no existe demanda real del servicio que se efectivice en un individuo, no podría cobrarse tasa alguna.

(7) Dino Jarah. Obra ya citada. Pág. 232.
(8) Compañía Química S.A. c/ Municipalidad de Tucumán. Fecha: 3/09/1989. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Citas fallos la corte: 312:157.
c) Contribución especial. Un tributo difícil de identificar. 
El Diccionario de la Real Academia dice que es el "tributo que se exige a quien se beneficie de la realización de obra pública o del establecimiento de servicios públicos" (9). 
Por otra parte Giuliani Fonrouge sostiene que puede "definirse como la prestación obligatoria debida en razón de beneficios individuales o grupos sociales, derivados de la realización de obras públicas o de especiales actividades del Estado" (10). Mientras que German Bidart Campos dice que " ... es el tributo debido a quien obtiene una plusvalía o aumento de valor en un bien del que es propietario, en razón de una obra pública o una actividad estatal. En la contribución, quien la paga ha recibido un beneficio, que es el mayor valor incorporado a su propiedad privada, por el cual debe obrar la contribución" (11). 
En consecuencia, podemos decir que es la prestación pecuniaria que se da en razón de beneficios individuales de demanda real. Una de las condiciones para que el individuo pague una contribución es que obtenga una ventaja o beneficio. 

(9) Diccionario de la Real Academia Española. Vigesima primera Edición. Editorial Espasa Calpe SA. Madrid 2001.
(10) Carlos M. Giuliani Fonrouge. Obra ya citada. Pág. 259.
(11) German Bidart Campos. Obra ya citada. Pág. 158.
Existen tres clases de contribuciones especiales:

1) Las contribuciones de mejoras que son aquellas que se cobran al propietario de un inmueble por la realización de una obra pública o gasto pública realizada por el Estado, ya que con la misma sea beneficiado dicho sujeto porque se incrementa el valor de su patrimonio y porque se mejoró su estándar de vida. 

Villegas sostiene que las contribuciones de mejoras "son las contribuciones especiales en la que el beneficio de obligado proviene de una obra pública que presuntamente beneficio a dichos contribuyentes al incrementar el valor de su o sus inmuebles" (12).
(12) Héctor Belisario Villegas. Obra ya citada. Pág. 197.
2) La contribución por peajes es la que se paga por el uso o utilización de una autopista o ruta, ya que con su utilización el sujeto recibe diversos beneficios, entre ellos:

- viajar más rápido;

- viajar con mayor seguridad;

- viajar más cómodo.

Dichos en otros términos, "significa las prestaciones dinerarias que se exigen por circular en una vía de comunicación vial o hidrográfica (caminos, autopista, puente, túnel, etcétera)" (13). 
(13) Héctor Belisario Villegas. Obra ya citada. Pág. 199.
3) Las contribuciones parafiscales son los montos que recaudan distintos entes públicos para asegurar su funcionamiento autónomo. La parafiscalidad significa al margen del presupuesto, es decir, estos recursos que ingresan a estos entes se caracterizan:

- no ingresan a la Tesorería General de la Nación;

- son administrados por los mismos y;

- no aparecen en el presupuesto del Estado.

Un claro ejemplo de ello está dado por las contribuciones y aportes a la seguridad social que realizan los que trabajan en relación de dependencia, autónomos y empleadores.

En líneas generales se puede decir que "son las exacciones recabadas por ciertos entes públicos para asegurar su financiamiento autónomo, razón por la cual generalmente su producido no ingresa en la tesorería estatal o rentas generales, sino en los entes recaudadores o administradores de los fondos obtenidos" (14). 
(14) Héctor Belisario Villegas. Obra ya citada. Pág. 202.
Nuestro enfoque. Hacia la interpretación y el tratamiento correcto. 
No cabe duda, que las cargas sociales (o contribuciones patronales) pertenecen al género tributo dado que se tratan obligaciones ex lege que son exigidas por el Estado en virtud de su poder de tributario.

Dentro del género tributo, las cargas sociales califican cómo contribuciones especiales dado que el beneficio que percibe el empleador por su pago, esta dado por los beneficios de la seguridad social (obra social, jubilación, pensión por invalidez, etc.) que recibirán sus empleados, y no que estas obligaciones queden directamente a su cargo.

Dentro de las contribuciones especiales, las cargas sociales pertenecen a las contribuciones parafiscales dado que en general no forman parte del presupuesto nacional, sino que su producido va dirigido a financiar el sistema de la seguridad social. 

Todo lo expuesto nos lleva a concluir que las cargas sociales están contempladas dentro del artículo 3 inciso d) del Convenio Multilateral y como tal, deben considerarse no computables para la determinación del coeficiente de gastos. 

Si bien es cierto que la Resolución General N° 4/2010 de la Comisión Arbitral ha considerado a las cargas sociales computables, por entender que es un parámetro válido para la medición de la actividad gravada en cada jurisdicción, y siendo aplicable para la confección de coeficientes unificados para ser utilizados a partir del ejercicio fiscal 2010, no concuerdo don dicha postura porque más allá de ser un parámetro indicativo del desarrollo de la actividad, no deja de ser un tributo y cómo tal debería excluirse de la base de imposición por las razones que mencionare a continuación.

Los tributos están sujetos a la política tributaria del Estado Nacional, Provincial o Municipal, según el caso. Esta a su vez, depende de la política general de gobierno, que a su vez depende del plan de gobierno. Todo esto hace que los tributos puedan variar por diferentes razones no sólo en el tiempo sino también en un mismo territorio. Sin ir más lejos, si tomamos como referencia los tributos provinciales, nos vamos a encontrar que la presión tributaria difiere de jurisdicción a otra. Esta sería la razón principal de su exclusión como gasto computable. 

No obstante, en cuanto a las cargas sociales, si bien las mismas están reguladas por normas de carácter nacional y a priori podría decirse que el gasto que provoca a lo largo del país tendría que ser asimilable dado que se trata de las mismas alícuotas, ha existido en nuestro país ciertos regímenes que promovieron la reducción de cargas sociales, entre ellos, por la generación de nuevos empleos. Esto podría generar ciertas inequidades, supongamos el caso de un contribuyente que posee locales en varias jurisdicciones y decide abrir uno nuevo en una jurisdicción en la cual antes no operaba. El costo de las contribuciones o cargas sociales, va a ser menor respecto del resto de las jurisdicciones, y por ende, la localidad que posee el nuevo local va a tener con un coeficiente de gasto menor. Este es un simple ejemplo, de cómo los tributos al estar condicionados por la política tributaria, y esta a su vez por la política general de gobierno, en ocasiones tenderán a generar inequidades que razonablemente quedan salvadas si a los mismos se los considera no computable. 

Tampoco habría que descartar la posibilidad que a futuro haya regímenes especiales con un tratamiento más benévolo para las cargas sociales en cuanto a la ubicación territorial de las industrias, por ejemplo, por la radicación en cierta zona. La interpretación de la Comisión Arbitral generará inequidades, dado que esas zonas de promoción van a ser perjudicadas porque el coeficiente de gastos va a ser menor.

Conclusión
Sin lugar a dudas, el cambio en el tratamiento de las cargas sociales como gasto computable a los fines de calcular el coeficiente de gastos, es un desacierto por parte de la Comisión Arbitral. Más allá que sean gastos indicadores de la realización de actividades en una determinada jurisdicción, las contribuciones no dejan de ser tributos, y como tal están sujetos a la política tributaria, que a su vez se encuentra sujeta a la política de gobierno, que podrán según la circunstancias de cada momento, dar tratamientos preferenciales o benévolos por zona, por tipo contribuyente, por industria, etc. a futuro, que generaran distorsiones en la determinación del coeficiente.

Pienso que lo más seguro hubiese sido a fin de evitar futuras inequidades derivadas de decisiones políticas, su tratamiento como lo que son, tributos y cómo tal encuadrarlos como gastos no computables. 

Si bien el tema de este artículo tal vez presenta una claro desafió ante un criterio adoptado por la Comisión Arbitral que hoy no parece ser cuestionado, pienso cómo dije en la primera parte de esta colaboración, no es en vano contribuir desde la doctrina a delinear el tratamiento correcto para tener a futuro normas más razonables y equitativas.
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